
Garantía en el mantenimiento de los servicios de comunicaciones electrónicas y la 

conectividad de banda ancha. 

Se establecen ciertas medidas también en materia de telecomunicaciones que, además de estar 

constituidas por redes y servicios que legalmente han sido calificadas de interés general, 

presentan un indudable carácter transversal para la realización de un número creciente de 

actividades económicas, sociales y ciudadanas, hasta el punto de que muchas de ellas 

requieren en la actualidad el uso imprescindible de las redes y servicios de comunicaciones 

electrónicas. 

Este carácter cada vez más imprescindible y estratégico que revisten las redes y servicios de 

comunicaciones electrónicas se hace más patente aún en situaciones tan excepcionales y 

extraordinarias como las ocurridas por la crisis sanitaria ocasionada por el virus COVID-19 y la 

reciente declaración del estado de alarma. 

Así, el trabajo no presencial se configura como un instrumento de primer orden para poder 

conjugar las necesarias medidas de aislamiento y contención en la propagación del virus y, al 

mismo tiempo, garantizar la continuidad en el ejercicio de numerosas actividades 

empresariales, económicas y sociales. Para permitir el trabajo no presencial, resulta 

imprescindible contar con unas modernas redes de telecomunicaciones, fijas y móviles, que 

garanticen la conectividad y el mantenimiento de la calidad oportuna para gestionar todo el 

tráfico incremental que en estas situaciones tan excepcionales se genera a través de dicha 

conectividad. 

Por ello, se establece la medida de que, mientras esté en vigor el estado de alarma, los 

operadores de telecomunicaciones deben mantener los servicios de comunicaciones 

electrónicas disponibles al público contratados por sus clientes, de forma que no podrán 

suspenderlos o interrumpirlos, aunque conste dicha posibilidad en los contratos de servicios 

suscritos entre operadores y consumidores. 

 


